







El año 2010, la UE tuvo que llevar a cabo dos impor-
tantes tareas internas. La primera era la implementa-
ción de las reformas del Tratado de Lisboa, que había 
entrado en vigor el 1 de diciembre de 2009. La segunda 
era hacer frente a la crisis de la deuda soberana, un reto 
enorme que obligó a los Estados miembros de la zona 
euro a tomar decisiones perentorias para garantizar la 
supervivencia de la moneda única. La cuestión de la 
finalité del proceso de integración europea se replanteó 
una vez más en unas condiciones totalmente nuevas. Por 
primera vez desde la creación de la Unión Monetaria 
Europea, once años antes, se hicieron muchas especu-
laciones acerca de su posible desintegración –a menos 
de que los gobiernos miembros acuerden dar un salto 
espectacular en la integración, opinión que comparte 
un número cada vez mayor de observadores–.
La simultánea implementación del Tratado de Lisboa, 
la gestión de la crisis y las reformas de la gobernanza 
económica han alterado considerablemente el funcio-
namiento político de la Unión Europea. Las relaciones 
de poder en la UE se han desplazado hacia el Consejo 
Europeo y en particular hacia los Estados miem-
bros más grandes. Al mismo tiempo, un Parlamento 
Europeo cada vez más activo está emergiendo como un 
actor a tener en cuenta.
Pese a todos los logros relativos a la implementación 
del Tratado, a la gestión de la crisis y a la reforma de la 
gobernanza que se han puesto en marcha o completado 
en 2010, la Unión Europea continuará probablemente 
haciendo frente a desafíos sustanciales sobre su propio 
funcionamiento en un futuro inmediato. La cuestión 
fundamental de hacia dónde se dirige la UE sigue ocu-
pando un lugar destacado en la agenda.
El proceso  
de integración  
europea en 2010 
Daniela Schwarzer,  
Jefa de la Unidad de Integración de la UE  
en el Instituto Alemán de Asuntos Internacionales 
y de Seguridad (SWP), Berlín*
El primer año del Tratado de Lisboa
El Tratado de Lisboa ha modificado las reglas del 
juego en la UE. El Tratado trajo consigo cambios en 
el marco institucional general y en los procedimien-
tos de toma de decisiones, algunos de los cuales han 
tomado un rumbo inesperado. El Tratado de Lisboa 
fue directamente percibido como la aportación de un 
mayor supranacionalismo a la Unión Europea, pero a 
lo largo de 2010 se desarrolló un intenso debate acerca 
de si la UE se había vuelto más bien más interguberna-
mental, y acerca de quién estaba realmente ejerciendo 
el poder. El nuevo papel de Alemania, a la que algunos 
han calificado de nuevo hegemón, suscitó un interés 
particular.
El Presidente del Consejo Europeo: más moderador que 
nuevo "líder del club"
Respecto a los cambios constitucionales, el más rele-
vante para la cuestión del liderazgo y las relaciones de 
poder fue seguramente el nombramiento del presiden-
te permanente del Consejo Europeo. En su primer año 
en el cargo, Herman Van Rompuy abordó con éxito 
la difícil tarea de establecerse él mismo como mode-
rador entre los 27 jefes de Estado y de Gobierno, la 
mayor parte de los cuales rechazan instintivamente ser 
moderados o incluso dirigidos. En consecuencia, no se 
ha perfilado a sí mismo como un líder fuerte con una 
agenda política. Antes de emprender ninguna acción 
en las reuniones del Consejo Europeo él mismo tie-
ne que comprender las preferencias de los gobiernos 
miembros y hasta ahora aparentemente ha consultado 
detenidamente a los jefes de Estado y de Gobierno de 
los grandes estados miembros. Solamente se comu-
nica después de consultar cuáles son las posturas del 
Consejo Europeo. Pero durante este primer año en el 
cargo ha puesto ya de manifiesto que su responsabi-
lidad de proponer la agenda, preparar y presidir las 
reuniones y presentar las conclusiones le da un poder 
considerable como organizador de la agenda, siempre 
que consiga garantizarse el respaldo de los líderes na-
cionales.
En este contexto, lo más importante de todo ha sido el 
hecho que la exitosa mediación de Van Rompuy ha re-
forzado al Consejo Europeo dentro de la estructura ins-
titucional de la UE. Con los años, el Consejo Europeo, 
que se menciona por primera vez como una institu-
ción de la UE en el Tratado sobre la Unión Europea 
(Art. 15), ha ido adquiriendo gradualmente poder e 
ímpetu desde el marco de la Comunidad (CEPS et al., 
2010), un proceso que se aceleró en 2010. Muy pronto, 
en 2010, Van Rompuy explicó que el Consejo Europeo 
afrontaría primero la agenda de la crisis económica 
y financiera, y más tarde pasaría a las negociaciones 
internacionales sobre el clima, y a los temas de políti-



























pa sugirió convocar al Consejo Europeo hasta diez veces 
al año, lo que de entrada parecía ser una ruptura radi-
cal con el ritmo previo de cuatro reuniones regulares 
del Consejo al año. Al final, el Consejo Europeo se re-
unió ocho veces en 2010, la mayor parte de ellas para 
tratar de la gestión de la crisis y de asuntos internacio-
nales. En general, en 2010 se sentaron los fundamentos 
para que el Consejo Europeo se convirtiese en el líder 
central y en el impulsor de las áreas políticas dentro de 
la UE (Von Ondarza, 2011: 6) a expensas de las institu-
ciones originales de la comunidad.
El alto representante y el Servicio de Acción Exterior
El Tratado de Lisboa crea el cargo bicéfalo del alto 
representante de la Unión para Asuntos Exteriores y 
Política de Seguridad que es también el vicepresiden-
te de la Comisión y presidente del Consejo de Asuntos 
Exteriores. Si bien el presidente del Consejo Europeo y el 
presidente de la Comisión desempeñan roles importantes 
en la representación exterior, el cargo del alto represen-
tante suscitó muchas esperanzas. Pero la primera expe-
riencia práctica con la representación exterior reformada 
de la UE, la reacción al devasta-
dor terremoto de Haití, mues-
tra que la nueva estructura no 
ha superado en absoluto el pro-
blema de los Estados miembros 
que no están dispuestos a suscri-
bir un enfoque europeo. Según 
el Tratado, la Política Exterior 
y de Seguridad Común sigue 
siendo un área política pura-
mente intergubernamental de-
pendiente de la unanimidad de 
los Estados miembros.
En 2010, el alto represen-
tante tuvo que hacer frente a luchas de poder tanto 
con respecto a su cargo como durante la construcción 
del Servicio Europeo de Acción Exterior (SEAE), que 
finalmente entró en funcionamiento el 1 de enero de 
2011 tras un año de intensos preparativos. El primer 
año de la nueva representación exterior de la UE estu-
vo dominado por las luchas intestinas por las estruc-
turas, competencias y cargos, sobre todo en el nuevo 
Servicio de Acción Exterior, mientras que a ojos de 
muchos observadores se descuidaban asuntos más 
sustanciales (Lieb; Kremer, 2010). Los Estados miem-
bros mostraron mucho interés en limitar la influencia 
del SEAE para que no pudiese actuar autónomamen-
te mientras que la Comisión se aseguraba que ella 
misma mantenía la responsabilidad por un número 
considerable de asuntos relevantes en las relaciones 
exteriores. El Servicio Europeo de Acción Exterior es 
efectivamente un compromiso entre todos los actores 
involucrados, entre los cuales el Parlamento Europeo 
propugnaba explícitamente un servicio fuerte. Como 
el Parlamento tiene que aprobar el presupuesto del 
SEAE y las regulaciones de personal, el proceso de 
consulta en el Parlamento Europeo se convirtió de 
facto en un proceso de co-decisión, razón por la cual 
el Parlamento Europeo ha conseguido ejercer cierta 
influencia sobre su organización y funcionamiento 
(Atondo, 2010).
Los perdedores de Lisboa
2010 fue también el año que puso fin a la presidencia 
rotatoria del Consejo en su forma previa, consecuencia 
de las dos innovaciones fundamentales de Lisboa. El 
mayor rol del Consejo Europeo presidido por Herman 
Van Rompuy ha reducido considerablemente la capa-
cidad para establecer la agenda de la presidencia rota-
toria y de los consejos sectoriales que presiden dicha 
presidencia. El hecho de que el alto representante pre-
sida las reuniones de los ministros de asuntos exteriores 
y represente a la UE externamente ha arrebatado otras 
funciones interesantes a la presidencia rotatoria, por 
ejemplo, la de ser el anfitrión de las cumbres interna-
cionales. De este modo, los dos líderes políticos nacio-
nales generalmente más importantes –el jefe de Estado 
o de gobierno y el ministro de Asuntos Exteriores– se 
quedan en gran parte sin ningún papel importante du-
rante su presidencia. El papel de la presidencia rotato-
ria sigue siendo clave, pero más como un “proveedor 
de servicios” (Von Ondarza, 2011: 5) que como un or-
ganizador de agendas o un emprendedor político de 
perfil alto.
Mientras, en 2010, la Comisión Europea en particu-
lar tuvo que luchar por su posición. La incautación de 
las orientaciones políticas a largo plazo y la reflexión 
estratégica por el Consejo Europeo han cuestionado su 
papel tanto en la gestión de la crisis como en el proceso 
de reforma de la gobernanza económica. Esta tenden-
cia puede continuar, una vez que el Consejo Europeo 
esté menos ocupado con las crisis y pueda centrarse en 
otras áreas políticas.
El Parlamento Europeo: una estrella ascendente
El Parlamento Europeo, en cambio, es una de las ins-
tituciones que más se beneficia del Tratado de Lisboa. 
Con el nuevo Tratado, el procedimiento de co-decisión 
se ha convertido en el “procedimiento legislativo or-
dinario” que pone al Parlamento en pie de igualdad 
en todos los procedimientos legislativos afines. Sus po-
deres han aumentado, por consiguiente, en los campos 
de la Justicia y los Asuntos Internos, así como en las 
políticas agrícolas y de cohesión, y en la negociación 
de acuerdos comerciales (Brok, 2010). El Tratado de 
Lisboa también dio al Parlamento más derechos en po-
lítica presupuestaria, ya que amplía el ámbito del con-
trol parlamentario, otorga al Parlamento Europeo un 
papel más importante en la determinación de los pre-
supuestos anuales y tiene que dar su consentimiento 
para el plan marco financiero de siete años de la UE.
“En 2010 las relaciones 
de poder en la UE se 
desplazaron hacia el 
Consejo Europeo y en 
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0En 2010 el Parlamento utilizó sus nuevos poderes 
sorprendiendo a los Estados miembros con una serie 
de confrontaciones. Su primera demostración de poder 
fue el rechazo del acuerdo SWIFT en febrero de 2010, 
que también mostró al mundo exterior, y en particular 
a EEUU, que el Tratado de Lisboa había provocado 
cambios en la estructura de poder de la UE. Justicia 
y Asuntos Interiores se han convertido así de repente 
en áreas políticas en las que el Parlamento Europeo, 
dinámico y seguro de sí mismo, tiene un papel a ju-
gar. Durante la primera mitad de 2010 se involucró 
asimismo activamente en las negociaciones relativas al 
Servicio Europeo de Acción Exterior. En estas negocia-
ciones solo disponía de derechos marginales de decisión 
pero consiguió asegurarse importantes concesiones por 
parte del alto representante y de los Estados miembros 
por medio de sus poderes presupuestarios (Kietz; Von 
Ondarza, 2010: 1).
Durante el primer año posterior a la entrada en vigor 
del Tratado de Lisboa, el Parlamento prosiguió sus es-
fuerzos para situarse en pie de igualdad con respecto al 
Consejo en el triángulo institucional de la UE (ibid: 2). 
En septiembre de 2009, en una iniciativa sin preceden-
tes, instó a Manuel Barroso, que era el candidato para 
un segundo mandato como presidente de la Comisión 
Europea, a detallar ante la Eurocámara sus proyectos 
políticos claves para este segundo mandato como pre-
sidente de la Comisión. Esto dio al poder que tiene el 
Parlamento para nombrar y destituir a la Comisión 
Europea una nueva calidad y puede interpretarse como 
un intento de tener voz en el establecimiento de las 
prioridades políticas a largo plazo, voz que en realidad 
no tiene formalmente pese a que su papel se ha visto 
reforzado gracias al Tratado de Lisboa.
Esta práctica y otros elementos que refuerzan al 
Parlamento Europeo como uno de los actores del trián-
gulo institucional de la Unión Europea se establecen 
en el revisado “Acuerdo Marco sobre las relaciones en-
tre el Parlamento Europeo y la Comisión” de octubre 
del 2010. Si bien este acuerdo no altera, por supuesto, 
el papel del Parlamento Europeo consagrado en la ley 
principal, es generalmente considerado como una im-
portante herramienta para que el Parlamento extienda 
más su influencia en la legislatura actual.
Más intergubernamentalismo, ¿en una UE 
más supranacional? 
Paradójicamente, pese al ascenso del Parlamento 
Europeo y pese al refuerzo del liderazgo a nivel euro-
peo, muchos observadores han llegado a la conclusión 
de que la UE se ha vuelto recientemente más intergu-
bernamental y algunos incluso creen percibir en ella 
una renacionalización. Esta impresión es sobre todo 
consecuencia del refuerzo del Consejo Europeo bajo su 
Presidente, en particular por lo que respecta a la gestión 
de la crisis y al proceso de reforma de la gobernanza. 
El “grupo de trabajo Van Rompuy”, por ejemplo, que 
reunió principalmente a ministros de Finanzas de esta-
dos miembros de la UE, fue generalmente interpretado 
como un indicio de que los estados miembros preferían 
buscar el consenso intergubernamental al precio de una 
marginación de la Comisión Europea y del Parlamento 
Europeo, que, a diferencia de la Comisión, no estaba 
representado en el grupo de trabajo.
Sin embargo, incluso aunque la UE se haya vuelto 
más intergubernamental, hasta la fecha no hay casos en 
los que haya tenido lugar una renacionalización real y 
en los que el método comunitario haya sido realmente 
desplazado. Al menos en 2010 los enfoques interguber-
namentales se aplicaron en aquellos campos en los que 
el método comunitario no se aplica, y por consiguiente 
esto puede ser interpretado como una forma de que la 
Unión Europea amplíe su campo de acción.
Mientras, la tendencia hacia la cooperación inter-
gubernamental comporta un conflicto potencial, y no 
solo con las instituciones supranacionales de la UE. 
En particular, los Estados miembros pequeños y me-
dianos se muestran escépticos y critican cada vez más 
abiertamente el papel dominante de los Estados miem-
bros grandes. En 2010 el compromiso franco-alemán 
de Deauville sobre la reforma de la eurozona provocó 
suspicacias en otras capitales europeas. A diferencia de 
ocasiones anteriores del liderazgo franco-alemán, nin-
guno de ambos gobiernos consultó a sus socios antes 
de presentar su propuesta en la subsiguiente cumbre 
europea. Un caso igualmente explosivo fue el acuerdo 
conjunto de última hora entre Londres, París y Berlín 
en el que el primer ministro británico obtuvo una ga-
rantía de devolución a cambio de la insistencia por par-
te alemana de revisar el Tratado de la UE, al instaurar 
el mecanismo de gestión de la crisis de la deuda sobera-
na. Actualmente es un secreto a voces que el presidente 
del Consejo Van Rompuy consulta privadamente con 
el canciller alemán y con el presidente francés y se dice 
que presta menos atención a los jefes de Estado y de go-
bierno de los Estados miembros pequeños y medianos. 
Este no es un fenómeno nuevo y tiene paralelismos con 
el comportamiento de la mayoría de los presidentes de 
la Comisión. Pero en 2010 los Estados miembros pe-
queños y medianos hicieron patente que tenían la sen-
sación de ser marginados.
El rompecabezas con Alemania
El final de la Guerra Fría, la reunificación alemana 
y la ampliación y profundización de la UE en los últi-
mos veinte años constituyen obviamente un cambio de 
tercio histórico que ha variado profundamente el papel 
y la autopercepción de Alemania dentro de la UE. En 
2010, la implementación del Tratado de Lisboa y las 



























pa estos desarrollos. El nuevo peso político y económico 
de Alemania se ha hecho especialmente visible. En 
parte involuntariamente, el país adoptó un papel clave 
en la Unión Europea.
La economía alemana no es solo la mayor, sino que 
recientemente se ha convertido también en una de las 
más dinámicas de la UE. Gracias a los dolorosos ajustes 
introducidos en años anteriores, cuando el país tuvo que 
salir de la situación de ser el “enfermo de Europa”, en 
2010 Alemania se convirtió en el motor del crecimiento 
en la eurozona. Goza de una confianza inquebrantable 
en los mercados financieros con unos elevados índices 
de solvencia crediticia y unas primas de riesgo muy 
bajas. Su tamaño le convierte en el mayor y su credibi-
lidad en el más importante avalador y acreedor de los 
Estados miembros de la eurozona a través del actual 
Sistema Europeo de Supervisores Financieros (SESF) 
y del futuro Mecanismo de Estabilidad Europeo.
Alemania solamente aceptó esta posición con mu-
chas reservas e incluso con cierta frustración. Muchos 
alemanes creen que la crisis de la deuda soberana se 
produjo solamente porque otros Estados miembros no 
procedieron a las necesarias reformas estructurales y a 
la austeridad presupuestaria. 
La sensación de que “nosotros 
pagamos porque ellos no han 
hecho los deberes” es una idea 
que se ha abierto paso desde 
la prensa sensacionalista hasta 
convertirse en una percepción 
dominante. La situación po-
lítica interna que constriñe 
la acción gubernamental se 
caracteriza no solo por una 
opinión pública cada vez más 
crítica, sino también por una 
oposición cada vez mayor en 
el parlamento alemán, que tiene una influencia con-
siderable en la toma de decisiones políticas europeas 
en Berlín. El Tribunal Constitucional también es una 
cortapisa importante, en particular con respecto a la 
cuestión de si los paquetes de medidas de rescate violan 
la cláusula de No-Bail-Out.1 Esta cláusula de no corres-
ponsabilidad financiera es uno de los principios funda-
mentales en los que se basó el Tribunal Constitucional 
en 1992 para dictaminar que el Tratado de Maastricht 
y la introducción de la moneda europea única eran 
compatibles con la ley básica alemana.
Además, en 2010 se planteó con fuerza en Berlín el 
problema de que el paquete de rescate de Grecia y el 
fondo de rescate de 750.000 millones de euros cam-
biaría la Unión Monetaria Europea de tal manera que 
los incentivos para unas políticas económicas y fiscales 
sensatas se desvanecerían –en una situación en la que 
los mecanismos existentes de vigilancia y coordinación 
ya habían demostrado no ser eficientes. Debido a esta 
preocupación, en mayo del 2010 el gobierno alemán lan-
zó nueve propuestas para la reforma de la gobernanza 
económica de la eurozona, que han determinado de 
modo importante la subsiguiente agenda de las refor-
mas que se están implementando actualmente.
La renuencia inicial de Alemania a ayudar a Grecia, 
su parcialmente rigurosa forma de proponer de ma-
nera apremiante normas y sanciones más duras en la 
coordinación de las políticas y a favor de la creación de 
un procedimiento de insolvencia europeo, así como sus 
inusuales estrategias poco cooperativas para defender 
sus intereses, han convertido el papel de Alemania y su 
compromiso con la UE en uno de los temas clave en el 
debate sobre el futuro de Europa.
La transformación de Alemania en un país más “nor-
mal” dentro de la UE se ha llevado a cabo durante años 
en un Estado que considera cada vez menos vergonzosa 
la defensa de sus intereses nacionales. El papel capital 
que ha desempeñado en la crisis europea puso de ma-
nifiesto en 2010 que su política tradicional había cam-
biado definitivamente. Para la UE, este distanciamien-
to respecto a su anterior postura política puede tener 
consecuencias considerables. Una de las características 
de la política alemana tradicional respecto a la UE era 
el fuerte apoyo que daba a las instituciones comunita-
rias. El gobierno alemán ha apoyado el fortalecimiento 
del Parlamento Europeo durante décadas, ha respal-
dado tradicionalmente a la Comisión Europea y se ha 
posicionado como defensora del Método Comunitario 
cuando otras capitales como París consideraban la co-
operación en pequeños grupos o un “directorio” que 
fuera más allá del marco comunitario. En 2010, en 
un discurso pronunciado en el Colegio de Europa en 
Brujas, la canciller alemana Merkel defendió por vez 
primera activamente la idea del “método interguber-
namental de la Unión” como alternativa útil y legítima 
al “método comunitario”. Las implicaciones que puede 
tener este viraje político para la UE solo podrán calcu-
larse con una perspectiva de años.
La gestión de la crisis de la deuda soberana
A comienzos del 2010, la crisis económica y financie-
ra se convirtió en una crisis de la deuda soberana con 
todas las de la ley y sometió a la UE de Lisboa a una au-
téntica prueba de estrés. Grecia fue el primer país que 
se vio sometido a una presión tan severa de los merca-
dos que tuvo que pedir ayuda a los otros miembros de 
la Unión y al Fondo Monetario Internacional.
Los opositores advirtieron que reunir un paquete de 
rescate sería un grave error, alegando que lo que nece-
sitaba Grecia era una reestructuración de la deuda y 
no ayuda en forma de liquidez. En su opinión, dejar 
que un país entrase en bancarrota evitaría problemas 
de riesgo moral en la Unión Europea y no tendría efec-
tos negativos en países como Portugal y España y en los 
sistemas bancarios de otros Estados miembros. Desde 
entonces, la polémica desatada en la UE sobre la utilidad 
“Alemania defendió por 
vez primera la idea del 
‘método interguberna-
mental de la Unión’ 
como alternativa útil 



























0y las condiciones que debe tener una ayuda satisfactoria 
en caso de crisis de la deuda soberana todavía no se ha 
apaciguado.
El rescate de Grecia
En abril, las turbulencias del mercado silenciaron es-
tas posturas cuando las primas de riesgo sobre los bo-
nos portugueses y españoles pincharon. Si los tipos de 
interés se hubiesen estabilizado a aquel nivel, la deuda 
renovable se habría vuelto extraordinariamente cara y 
los déficits presupuestarios de los estados afectados se 
hubiesen disparado. En estas circunstancias, las difi-
cultades de Grecia para pagar su deuda podrían causar 
problemas mayores a otros países de la eurozona. Estos 
no podrían haberse dejado a los recursos de crédito del 
FMI, pues están vinculados a la cuota del FMI de cada 
país y habrían sido demasiado pequeños. Así que los 
socios del euro habrían tenido que intervenir con unas 
sumas considerablemente mayores para impedir que 
estos otros países también se vieran arrastrados. Una 
mora soberana en el sur de Europa se consideraba per-
judicial en aquel momento para el sistema bancario 
europeo, cuyo capital base se había visto debilitado por 
la crisis de las subprime en Estados Unidos. Además de 
cancelaciones directas de obligaciones en mora habría 
habido pérdidas indirectas en los préstamos a los bancos 
de Grecia, Portugal y España, con grandes existencias 
de sus bonos nacionales, y las empresas españolas, por-
tuguesas y griegas se habrían visto incapaces de pagar 
sus facturas, habiendo ellas mismas cesado de recibir 
pagos de su propio sector público.
Por ello, los miembros de la eurozona adoptaron unas 
medidas sin precedentes. Juntamente con el FMI, ga-
rantizaron a Atenas un paquete de ayuda de 110.000 
millones de euros, al tiempo que obligaban a Grecia a 
proceder a unas dolorosas reformas estructurales y a un 
severo programa de austeridad presupuestaria. Esto no 
se hizo para hacerle un favor a Grecia, sino más bien 
por propio interés, para impedir una crisis galopante 
del mercado financiero y bancario. Los críticos trataron 
de oponerse a esta decisión basándose en argumentos 
legales, presentando una demanda constitucional en 
Alemania con el argumento de que la provisión de 
crédito y garantías contradecía la cláusula de No-Bail-
Out, recogida en el artículo 125 del Tratado sobre el 
Funcionamiento de la Unión Europea (TFEU).
Para la eurozona, la decisión de ayudar a Grecia signi-
ficaba que los Estados miembros reconocían su estrecha 
interdependencia en el caso de una crisis de la deuda so-
berana. Los debates sobre las opciones que tenía Grecia 
y los costes de no hacer nada prepararon el terreno para 
el enorme fondo de rescate que se adoptó tan solo sema-
nas más tarde. Se dio el tiro de salida para una mayor 
integración de la eurozona como núcleo de la UE-27. 
Mientras, surgieron nuevas cuestiones acerca de la soli-
daridad y sus límites. La UE no había tenido que abor-
darlas antes y todavía no ha llegado a asumirlas.
Construyendo un mecanismo de rescate de 750.000 
millones de euros
La situación en los mercados financieros llegó de ma-
nera espectacular a un punto crítico el 7 de mayo de 
2010 cuando los diferenciales entre los bonos griegos, 
portugueses, españoles e irlandeses y la tasa de rendi-
miento del bono alemán de referencia alcanzaron nue-
vos máximos. El coste de asegurar los préstamos a los 
“Estados problema” contra la mora subió espectacular-
mente, indicando que se había producido especulación 
precisamente sobre este hecho. En Wall Street el co-
mercio con bonos griegos cayó bruscamente, arrastran-
do consigo no solamente a otros miembros meridio-
nales de la unión monetaria, sino también a la deuda 
francesa. Las obligaciones del gobierno alemán fueron 
los únicos valores gubernamentales de la UE que se 
seguían negociando con normalidad la tarde del 7 de 
mayo en Nueva York. Los bancos empezaron a negarse 
a aceptar obligaciones de los países de la eurozona afec-
tados como garantía secundaria. Los mercados mone-
tarios amenazaron con congelar las cuentas cuando los 
bancos empezaron a mostrar cautela para prestarse 
unos a otros. Las quiebras bancarias estaban peligro-
samente cerca. Se produjeron a continuación grandes 
pérdidas en el mercado de valores, especialmente para 
las instituciones financieras. Las personas involucradas 
en la gestión de la crisis esperaban una caída estrepito-
sa de los mercados y temían que la Unión Monetaria 
Europea pudiera verse afectada.
Dada la profundidad de la crisis, la UE y el FMI 
reunieron una red de seguridad de préstamos y ga-
rantías de 750.000 millones de euros a disposición de 
todos los Estados miembros de la UE. Contenía un 
fondo de emergencia de 60.000 millones de euros ga-
rantizado por el presupuesto de la UE, el “Fondo de 
Estabilidad Financiera Europeo” (EFSF), respalda-
do por los Estados miembros del euro para recaudar 
440.000 millones de euros en los mercados de capital y 
conceder préstamos a los gobiernos que tuviesen pro-
blemas de pagos, hasta 250.000 millones de euros del 
Fondo Monetario Internacional. El Consejo Europeo y 
su presidente jugaron un papel clave a la hora de forjar 
un consenso sobre las medidas a tomar y posibilitaron 
en particular la rápida reacción de principios del mes 
de mayo.
Además de este paquete de rescate, el Banco Central 
Europeo (BCE) lanzó el llamado “programa del merca-
do de valores”, es decir, empezó a comprar obligaciones 
gubernamentales en el mercado secundario. Fue nece-
sario tomar esta medida sin precedentes para evitar una 
excesiva caída en el precio de las obligaciones que podía 
deteriorar todavía más la confianza entre los inverso-
res. Impidiendo los movimientos demasiado bruscos, 
el acceso de los países a los mercados financieros puede 
permanecer abierto y las instituciones financieras aho-
rrarse devaluaciones de sus carteras de valores. De este 



























pa de la crisis de la deuda, lo que, según algunos, rebasa 
su cometido y puede complicar la consecución de su 
objetivo primordial: garantizar la estabilidad de los 
precios.
El préstamo a Irlanda
Irlanda fue el primer país en sacar dinero del fon-
do de rescate de 750.000 millones de euros. En otoño 
del 2010, los nuevos costes de la resolución de la crisis 
bancaria irlandesa hicieron subir el nivel de la deuda 
pública en Irlanda hasta el 90%. Como reacción, los 
tipos de interés sobre los bonos del gobierno irlandés 
se dispararon. Se propagó el temor de que Irlanda se 
viese arrastrada a la insolvencia. En noviembre de 2010 
Irlanda pidió préstamos de emergencia a sus socios eu-
ropeos y al FMI. Del paquete de 85.000 millones de 
euros acordado, una parte importante la pagó real-
mente el Fondo de Reserva Nacional de Pensiones y 
préstamos bilaterales de países no pertenecientes a la 
eurozona, es decir, de Gran Bretaña y de Suecia. El 
FMI y el Fondo de Estabilidad Financiera Europeo 
contribuyeron con 22.500 millones de euros cada uno.
La reforma de la 
gobernanza económica 
de la eurozona
Paralelamente a la gestión de 
la crisis de la deuda soberana, la 
UE avanzó a una velocidad 
impresionante con la reforma 
de sus mecanismos de gober-
nanza económica en 2010. Un 
nuevo logro fue la creación de 
nuevas estructuras de supervisión del sistema financie-
ro europeo. Las acciones legislativas se llevaron a cabo 
mediante un procedimiento de codecisión completado 
en noviembre de 2010. Se estableció de este modo la 
Junta Europea de Riesgos Sistémicos, el organismo 
responsable de la supervisión macroprudencial del sis-
tema financiero en la UE, y otros tres nuevos organis-
mos para la supervisión de las actividades financieras 
relativas a bancos, mercados, seguros y pensiones. 
En la cumbre europea del 25-26 de marzo, los je-
fes de Estado y de gobierno decidieron organizar un 
equipo de trabajo presidido por Herman Van Rompuy 
para que preparase un informe sobre las reformas de 
la gobernanza económica que considerasen necesarias. 
El 27 de septiembre de 2010, la Comisión Europea, 
que también había formado parte del equipo de tra-
bajo, presentó un paquete de seis medidas legislativas 
con tres objetivos: reformar el Pacto de Estabilidad y 
Crecimiento, que supuestamente debe garantizar la 
solidez de las finanzas públicas en la UE; establecer 
nuevos criterios para los marcos fiscales nacionales para 
sustentar la coordinación de las políticas presupuestarias; 
e introducir reglas y criterios para la futura vigilancia y 
coordinación de las políticas económicas nacionales. 
Cuatro de los seis textos legislativos correspondientes 
propuestos por la Comisión Europea se deciden me-
diante el procedimiento de codecisión. El Parlamento 
Europeo, por consiguiente, está totalmente implicado 
y sus informes al final del 2010 pusieron de manifiesto 
su voluntad de hacer frente al Ecofin en un montón de 
temas. Poco después de las propuestas de la Comisión, 
el equipo de trabajo presidido por Van Rompuy dio a 
conocer su informe, que, de forma adicional, apuntaba 
la necesidad de un mecanismo europeo para abordar la 
cuestión de la crisis de la deuda soberana.
Ambas propuestas venían a reconocer que la crisis de la 
deuda actual no hubiese afectado a la eurozona 
de la forma en que lo ha hecho si los estados miembros 
hubiesen coordinado mejor sus políticas económicas y 
presupuestarias desde el lanzamiento del euro en 1999. 
La opinión general era que la disciplina presupuesta-
ria era solo una parte del problema. Los desequilibrios 
externos dentro de la eurozona y una coordinación 
insuficiente de las políticas durante los once primeros 
años de la Unión Monetaria Europea han llevado a 
una divergencia considerable en la actuación económi-
ca. Unos desequilibrios macroeconómicos demasiado 
grandes son parte del motivo de la severa crisis de la 
deuda soberana que están sufriendo actualmente algu-
nos Estados miembros. Estas intuiciones, combinadas 
con la presión sobre los presupuestos nacionales pro-
vocada por los cambios demográficos en los Estados 
miembros de la UE, convirtieron en una preocupación 
política importante la necesidad de fortalecer las nor-
mas relativas a la vigilancia de la política económica y 
presupuestaria en la eurozona.
Aunque la agenda de la reforma hecha pública en 
2010 es bastante extensa, las decisiones que se tomen 
probablemente no serán suficientes para resolver los 
problemas más apremiantes. Es muy posible que los 
gobiernos de los países de la eurozona tengan que to-
mar medidas de mayor alcance tanto con respecto a 
la coordinación de la política presupuestaria y a la co-
ordinación de la política económica, como al respecto 
del Mecanismo de Estabilidad Europeo para gestio-
nar las crisis de la deuda soberana (Schwarzer, 2011). 
Esto no será precisamente fácil de conseguir. Uno de 
los motivos de ello es que la integración ha llegado ya 
a un grado en el que cualquier paso que se dé afec-
tará a aspectos clave de la soberanía nacional. Incluso 
la implementación de una coordinación económica y 
presupuestaria más rigurosa puede provocar resisten-
cias si los decisores políticos nacionales consideran que 
se producen demasiadas interferencias en las políticas 
nacionales. Es posible que, como reacción a las refor-
mas emprendidas en 2010, surja un debate sobre los 
límites de la soberanía y sobre la tecnocratización de la 
política. Un número cada vez mayor de observadores 
cree que los problemas de eficiencia y legitimidad de la 
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0coordinación de las políticas solamente podrán resol-
verse mediante una transferencia mayor de soberanía y 
una mayor legitimación democrática al nivel de la UE. 
Esto requeriría un avance importante en el proceso de 
integración política después de la actual reforma, cosa 
que muchos consideran inviable.
Bajo el efecto de la crisis económica, en la opinión 
pública se pusieron de manifiesto en 2010 dos tenden-
cias combinadas. Por un lado, el apoyo a la integración 
disminuyó (como en casi todas las situaciones de crisis 
económica en un Estado miembro desde la década de 
1950) y lo mismo puede decirse de la confianza en las 
instituciones nacionales y comunitarias. Por otro lado, 
los ciudadanos han formulado de forma clara sus ex-
pectativas respecto a la UE, en las que incluyen cada 
vez más el bienestar económico y la seguridad social. 
En esta situación, los dirigentes políticos tienen que ex-
plicar por qué la unión monetaria y también el merca-
do único pueden necesitar una mayor integración para 
mejorar las perspectivas de crecimiento (Monti, 2010). 
El relativo declive económico y demográfico de la UE 
es probablemente uno de los argumentos más fuertes 
a favor de la necesidad de una mayor aproximación 
entre los Estados miembros de la UE. En 2010 quedó 
diáfanamente claro cómo los mercados dinámicamente 
emergentes, en particular en Asia, crecen con la crisis, 
y cómo esto acelera por comparación a nivel global la 
relativa decadencia europea. Pero en la UE la energía 
política se dirigió principalmente hacia la gestión de 
la crisis y hacia la implementación de la reforma de la 
gobernanza económica que actualmente están a punto 
de completarse. Solamente un liderazgo político fuerte 
puede convencer a los políticos nacionales y a unas opi-
niones públicas cada vez más escépticas que una mayor 
integración puede contribuir a resolver algunos de los 
problemas más apremiantes a los que tiene que hacer 
frente la UE hoy y en el futuro.
* La autora desea agradecer a Julia Lieb y Nicolai von 
Ondarza sus contribuciones durante la elaboración de 
este artículo.
Notas
1. Cláusula que excluye cualquier responsabilidad de 
un país miembro de la Unión Europea ante los impa-
gos financieros de otro Estado miembro.
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